
OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 13 de julio de 2023. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por el cual 

se propone reformar diversas disposiciones de la Ley de Fiscalización 

Superior del Estado de Guanajuato, se señala lo siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 

  



 

ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 3 de julio 

de 2023, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio del 

presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 26, celebrada el 5 de julio de 2023, se dio cuenta al 

Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los Magistrados 

que lo integran, para efecto de recabar sus consideraciones, y 

posteriormente conformar la opinión jurídica respectiva. Lo anterior con 

fundamento en lo previsto por el artículo 27 fracción XI, de la Ley 

Orgánica del Tribunal; en consecuencia se conformó la actual opinión 

jurídica. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 27, celebrada el 13 de julio 

de 2023, se aprobó este documento en los términos que más adelante 

se detallan. 



En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa del grupo parlamentario del «Partido 

Acción Nacional», de reformar diversas disposiciones de la Ley de 

Fiscalización Superior del Estado de Guanajuato, y que en lo esencial 

hace referencia a los argumentos que a continuación se exponen: 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

Objetivo y contenido de la iniciativa: 

l. Objetivo y contenido de la iniciativa: 

Los promoventes, a través de un enfoque preventivo de la función 

fiscalizadora de las Entidades de Fiscalización Superior (EFS), 

específicamente de la Auditoría Superior del Estado de Guanajuato, 

plantean como objetivo principal la incorporación de diversas 

herramientas para un uso más eficiente y responsable de los recursos 

mediante colaboraciones institucionales y participación ciudadana, 

con enfoque en la prevención. 

Entre las distintas herramientas a incorporar se encuentran: la 

fiscalización preventiva, a través de la creación de un Plan Anual de 

Fortalecimiento a la Gestión Pública, un Plan Anual de Capacitación, 

Convenios de coordinación con los sujetos fiscalizables, evaluación 

entre pares, la figura de la confronta; así como mecanismos de 

presupuesto abierto y fiscalización participativa. 

II. En cuanto a la propuesta, en lo general: 

Cumplimiento de la Agenda 2030. 

El papel de las Entidades Fiscalizadoras1 en el cumplimiento de los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible o Agenda 2030 se ha establecido 

 
1 Fiscalización de la Agenda 2030. Elementos para una planeación de mediano plazo. 

https://www.asf.gob.mx/uploads/56_Informes_especiales_de_auditoria/Fiscalizacion_de_los_ODS-
Version_completa.pdf  

https://www.asf.gob.mx/uploads/56_Informes_especiales_de_auditoria/Fiscalizacion_de_los_ODS-Version_completa.pdf
https://www.asf.gob.mx/uploads/56_Informes_especiales_de_auditoria/Fiscalizacion_de_los_ODS-Version_completa.pdf


mediante el Plan Estratégico de la Organización Internacional de 

Entidades Fiscalizadoras Superiores o INTOSAI, indicando que entre sus 

funciones está, primero, fiscalizar la eficacia, eficiencia y economía de 

la operación de las políticas relacionadas con la Agenda 2030 y 

segundo, fiscalizar la preparación de la implementación y seguimiento 

de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). 

En México, a nivel federal, la Auditoría Superior de la Federación 

desde el año 2015 ha participado en distintos grupos de trabajo y 

auditorías coordinadas para desarrollar y perfeccionar estrategias 

para evaluar al gobierno en cuanto al cumplimiento de la Agenda 

2030. En este sentido, en la realización de la auditoría coordinada por 

la Organización Latinoamericana y del Caribe de Entidades 

Fiscalizadoras Superiores (OLACEFS), se arrojaron hallazgos y 

observaciones para México, entre las cuales destacan el 

fortalecimiento del marco jurídico para la planeación de largo plazo, 

y la alineación del Plan Nacional de Desarrollo, los programas 

sectoriales y el presupuesto con los Objetivos de Desarrollo Sostenible, 

así como la correcta definición de las metas a los entes responsables 

y la coordinación entre estos. Para dar cumplimiento a lo anterior, se 

crearon dos instancias para coordinar las tareas de preparación, 

implementación y seguimiento de la Agenda 2030, las cuales son el 

Comité Técnico Especializado de los Objetivos de Desarrollo (CTEODS) 

y el Consejo Nacional de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. 

Otro desafío señalado por la OLACEFS fue el relativo a la falta de 

claridad en cuanto a la definición de las atribuciones de las 

instituciones gubernamentales, misma que acarrea ineficiencias, 

retrasos y omisiones en el proceso de implementación de los ODS. De 

igual forma, se señaló la inexistencia de una planificación a largo plazo 

y la inexistencia de mecanismos de prevención y gestión de riesgos a 

nivel nacional. 

A nivel estatal, en el año 2020, la Auditoría Superior del Estado de 

Guanajuato (ASEG) y el Programa de las Naciones Unidas para el 

Desarrollo (PNUD) firmaron un acuerdo para evaluar la contribución 

de programas y políticas públicas implementadas al logro de los 



Objetivos de Desarrollo Sostenible, y así fortalecer el enfoque de 

sostenibilidad en los procesos de evaluación de desempeño. 

Consecuentemente, se creó la Comisión Especial para dar 

seguimiento a la implementación de la Agenda 2030 en el Congreso 

del Estado. 

 

Transparencia, rendición de cuentas y combate a la corrupción. 

El fortalecimiento de los mecanismos de colaboración en cuanto 

al combate a la corrupción en el Estado de Guanajuato, tiene 

incidencia en la totalidad de la administración pública, pues las 

obligaciones de transparencia y rendición de cuentas impactan a los 

sujetos obligados de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Guanajuato, entre los cuales se 

contempla al Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Guanajuato.  

De igual forma, en cuanto al combate a la corrupción, el Sistema 

Estatal Anticorrupción del Estado contempla entre sus integrantes del 

Comité Coordinador a los titulares de la Auditoría Superior, la Fiscalía 

Especializada en Combate a la Corrupción, la Secretaría del Ejecutivo 

responsable de control interno, representantes de los órganos internos 

de control regionales, el presidente del Tribunal de Justicia 

Administrativa, entre otros. Por lo tanto, les corresponde la prevención, 

detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de 

corrupción, así como la fiscalización y control de recursos públicos. En 

este sentido, la fiscalización transparente y participativa propuesta en 

la presente iniciativa, incorporaría mejores prácticas para que los 

sujetos obligados se adhieran y colaboren para la mejora y 

fortalecimiento de la gobernanza contemporánea, promoviendo la 

innovación y participación ciudadana. Actualmente, el Tribunal de 

Justicia Administrativa cuenta con una Política de Gestión Digital y 

Datos Abiertos, que tiene por objeto poner a disposición de la 

población la información y bases de datos de carácter público en 

formato de datos abiertos, mismos que serán accesibles, integrales, 



gratuitos, no discriminatorios, oportunos, permanentes, primarios y de 

libre uso, ya que la información que genere, reciba, adquiera, 

transforme o conserve el Tribunal es pública. 

Sujetos de fiscalización. 

En cuanto a las figuras que se analizan en la presente iniciativa 

como lo son la confronta, las auditorías concomitantes, el 

acompañamiento, la capacitación, colaboración y coordinación, así 

como y el enfoque preventivo que se pretende fortalecer, impactarán 

de forma directa a los sujetos de fiscalización contemplados en el 

artículo 2 de la Ley de Fiscalización Superior del Estado de Guanajuato, 

entre los que se encuentran los poderes ejecutivo, legislativo, judicial, 

ayuntamientos, dependencias estatales y municipales y organismos 

autónomos. Sin embargo, dicho impacto connotaciones positivas en 

cuanto al fortalecimiento de los mecanismos existentes y las nuevas 

figuras consideradas. La importancia del ejercicio y control de los 

recursos públicos robustece la necesidad de continuar con la mejora 

de los procesos de fiscalización, y al incorporar nuevas herramientas 

en ellos, se vuelve necesario el establecimiento de convenios de 

colaboración institucional para que se vean beneficiados todos los 

sujetos de fiscalización. 

 El Tribunal de Justicia Administrativa al ser un órgano de control 

de legalidad para dirimir controversias entre la administración pública 

estatal y municipal y los particulares, aunado al paradigma actual del 

combate a la corrupción, tiene a su cargo, a través de la Sala 

Especializada, el conocimiento de las responsabilidades 

administrativas de los servidores públicos y particulares vinculados con 

faltas graves promovidas por la Secretaría de Transparencia y 

Rendición de Cuentas y los Órganos Internos de control de los entes 

públicos estatales y municipales o por la Auditoría Superior del Estado. 

En este sentido, la reforma propuesta en cuanto al enfoque preventivo 

planteado abonaría al garantismo y a prevenir la comisión de faltas 

graves.  

 



lll. En cuanto a la propuesta, en lo particular: 

Respecto a las figuras que se propone incorporar o modificar a la 

Ley de Fiscalización Superior del Estado de Guanajuato, el Tribunal 

formula las siguientes consideraciones: 

Fiscalización preventiva. 

En México, el Poder Ejecutivo a través de la Secretaría de la 

Función Pública, se encarga de organizar y coordinar el sistema de 

control interno y la evaluación de la gestión gubernamental, así como 

de sus resultados, con un enfoque preventivo. Asimismo, es la 

encargada de la realización de auditorías, de establecer las bases 

generales para la fiscalización y ejecución de auditorías internas, 

transversales y externas.  

Por lo tanto, si bien es cierto que es importante enfatizar el 

enfoque preventivo de la fiscalización, su finalidad y su utilidad, se 

requiere analizar que la presente iniciativa no invada competencias 

del Ejecutivo Federal y Estatal, sino que abone a una cultura de 

legalidad, capacitación y coordinación con los entes que ejercen el 

erario público. 

De igual forma, en conjunto con el Sistema Nacional 

Anticorrupción, deberá de establecer los mecanismos necesarios para 

el fortalecimiento de la participación ciudadana en la rendición de 

cuentas de las entidades sujetas a fiscalización. Así, en conjunto, se 

realiza una colaboración interna y externa en las dependencias 

gubernamentales, en la que los mecanismos regulados en sus 

funciones permiten la prevención de la corrupción a mediano y largo 

plazo.  

Plan Anual de Fortalecimiento a la Gestión Pública. 

La Secretaría de la Función Pública ha definido a la ‘’gestión 

pública’’ como: 

‘’La aplicación de todos los procesos e instrumentos propios de 

la administración pública para lograr los objetivos de desarrollo y 



de bienestar de la población; de ahí que la mejora de la Gestión 

Pública implica un mejor aprovechamiento de dichos procesos 

para maximizar la calidad de los trámites y servicios que presta 

la Administración Pública Federal, a fin de satisfacer las 

expectativas de los ciudadanos’’2. 

En el sexenio 2001-2006, se implementó el Programa Nacional 

para el Combate a la Corrupción y el Fomento a la Transparencia y el 

Desarrollo Administrativo3, en el cual se incorporaron diversos 

principios, tales como: la promoción del uso eficiente de los recursos 

públicos; combate a la corrupción y la impunidad mediante acciones 

preventivas y la aplicación de sanciones; rendición de cuentas 

transparente; dignidad y profesionalización del servidor público y el 

impulso a la participación de la sociedad en la vigilancia de las 

dependencias gubernamentales.  

Otro ejemplo de instrumentos que se han emitido para contribuir 

a la mejora de la gestión pública son Acuerdo de Coordinación entre 

el Ejecutivo Federal y el Ejecutivo del Estado de Sonora que tiene por 

objeto la realización de un programa de coordinación especial 

denominado Fortalecimiento del Sistema Estatal de Control y 

Evaluación de la Gestión Pública.  

En materia de Derecho Comparado, en Brasil, en el año de 1995 

se creó e implementó el Servicio de Atención al Ciudadano (SAC) en 

el cual agencias federales, provinciales y municipales ofrecen los 

servicios que los ciudadanos necesitan y utilizan con mayor 

frecuencia, como fotocopias, fotografías, sucursales bancarias.  

En el Estado de Guanajuato, la Auditoría Superior en cuanto al 

fortalecimiento de la gestión pública, cuenta con un mecanismo 

llamado Programación de Respuesta a Oportunidades de Mejora, y 

permite a los sujetos de fiscalización el establecimiento de 

 
2 Secretaría de la Función Pública, Definición de Gestión Pública, 2013. 
https://www.gob.mx/sfp/documentos/mejora-de-la-gestion-publica-mejoras-practicas-internacionales  
3 Secretaría de la Función Pública, Programa de Mejoramiento de la Gestión, 2007. 
http://www.conasami.gob.mx/pdf/oic/PMG.pdf  

https://www.gob.mx/sfp/documentos/mejora-de-la-gestion-publica-mejoras-practicas-internacionales
http://www.conasami.gob.mx/pdf/oic/PMG.pdf


compromisos de mejora continua luego de un proceso de evaluación, 

análisis de causas y riesgos de las observaciones y recomendaciones. 

Asimismo, cuenta con un mecanismo de acompañamiento y 

programa de capacitación con un enfoque preventivo, mediante el 

cual proporcionan asesoría técnica a los sujetos de fiscalización. 

Si bien, la fracción X del artículo 82, de la Ley de Fiscalización 

Superior del Estado de Guanajuato ya prevé como facultad de la 

ASEG la de Asesorar a los sujetos de fiscalización, se considera 

oportuno que la capacitación resulte de un diagnóstico de 

necesidades específicas de los sujetos fiscalizables, que se hagan del 

conocimiento por medio de convocatorias, y que estas se integren en 

un Plan Anual. 

Figura de la confronta. 

La figura de la confronta propuesta en la presente iniciativa, tiene 

como propósito señalarle al sujeto de fiscalización los hallazgos de 

auditoría detectados por la Auditoría Superior del Estado de 

Guanajuato previo a la emisión del pliego de observaciones y 

recomendaciones, a efecto de dar oportunidad para realizar 

aclaraciones, misma que deberá de estar debidamente 

documentada. Dicha figura ha sido incorporada en distintas 

entidades federativas, por ejemplo, en el Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Chiapas, en su Manual de 

Procedimientos de la Unidad de Auditoría Interna, define a la 

confronta como ‘’acto en el que se dan a conocer al área auditada 

los resultados preliminares de la auditoría para que exprese lo que a su 

derecho convenga’’4. Otro instrumento regulatorio de la figura es la 

Ley de Auditoría y Control Interno de la Administración Pública de la 

Ciudad de México, en la cual el artículo 25 establece que previo a la 

notificación de observaciones, los entes públicos auditados podrán 

solicitar la comparecencia de las personas servidoras públicas 

responsables de las unidades administrativas observadas que ya no 

 
4 Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas, Manual de Procedimientos de la Unidad de 
Auditoría Interna. https://tachiapas.gob.mx/wp-content/uploads/2020/06/1.pdf  

https://tachiapas.gob.mx/wp-content/uploads/2020/06/1.pdf


laboren para la administración pública o que se encuentren en otro 

ente público, con la finalidad de darles a conocer las inconsistencias 

detectadas a través de una reunión de confronta. 

La implementación de esta figura también se considera oportuna, 

pues abona a la seguridad jurídica de los entes y servidores públicos 

sujetos de fiscalización, incluso antes del pliego de observaciones. No 

obstante, si bien la figura se integra al artículo 37 Ter, de la reforma al 

artículo 37, sobre el proceso de revisión de cuenta pública y auditorías, 

no queda claro en qué momento procesal se llevará a cabo la 

confronta. 

Transparencia, Gobierno Abierto y Participación Ciudadana. 

En lo relativo a la transparencia, publicación y divulgación del 

presupuesto, así como datos estadísticos y analíticos relativos al 

ejercicio de los recursos que dispone la Auditoría Superior del Estado 

de Guanajuato para el desarrollo de sus actividades, al formar parte 

del Poder Legislativo es contemplada como sujeto obligado en la Ley 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Guanajuato. En este sentido, acorde al artículo 26 fracción IX, XXI y 

XXIV de la Ley mencionada, la ASEG debe de poner a disposición de 

la sociedad la información referente al presupuesto atendiendo a las 

características con las que deben de publicarse los datos abiertos.  

Referente a la participación ciudadana, la ASEG cuenta con unos 

Lineamientos de Planificación Participativa para el ‘’Programa de 

Fiscalización Ciudadano a integrarse en el Programa General de 

Fiscalización 2023 de la Auditoría Superior del Estado de Guanajuato’’, 

en los cuales se contempla la instalación de un Comité integrado por 

Auditores Ciudadanos que tendrán entre sus funciones analizar y 

valorar las propuestas de programas, obras, contrataciones o 

acciones. 

Por otro lado, el enfoque de Gobierno Abierto surge a raíz de la 

necesidad de establecer técnicas de comunicación y colaboración 

entre el gobierno y los ciudadanos, atendiendo a la accesibilidad y las 



tecnologías de la información que actualmente juegan un rol 

fundamental. Tiene entre sus objetivos fundamentales la mejora de los 

servicios públicos, integridad pública, manejo de recursos públicos y 

rendición de cuentas.  

Luego entonces, la iniciativa de establecer como obligatorios, la 

publicación del presupuesto abierto y la emisión de versiones 

ciudadanas, se encuentra acorde a lo dispuesto por en el artículo 36 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guanajuato, 

que contempla la incorporación de los principios de parlamento 

abierto, gobierno abierto, gobierno digital y justicia abierta, orientados 

a la transparencia y la participación ciudadana.  

Auditorías concomitantes. 

En la Ley de Fiscalización Superior del Estado de Guanajuato en 

su artículo 8 ya se contemplan las auditorías concomitantes cuando 

así lo acuerde el Congreso, y con la presente iniciativa se pretende 

ampliar las facultades para ordenar este tipo de auditorías a la propia 

ASEG, tomando en cuenta la participación ciudadana. 

La utilidad de dichas auditorías contribuye a la eficacia de la 

función fiscalizadora, para estar en posibilidad de auditar 

oportunamente a entidades que lo ameriten. Un ejemplo de la 

aplicación de auditoría concomitante es el llevado a cabo en el año 

2019, en la cual el Congreso ordenó la práctica de una auditoría 

concomitante a la administración pública municipal de Salamanca 

en relación con un procedimiento de adjudicación, así como también 

al municipio de Dolores Hidalgo en cuanto a un proyecto de 

luminarias. No obstante, el ejercicio de esta atribución no deberá 

invadir competencias de otras entidades de la administración pública.  

Colaboración y coordinación con los Órganos Internos de Control 

y Evaluación entre pares. 

Acorde al artículo 5 fracción Vll de la Ley de Fiscalización Superior 

del Estado de Guanajuato, los órganos de control son las unidades de 

los sujetos de fiscalización que tienen a su cargo el control, vigilancia 



y evaluación de los mismos. Por consiguiente, son parte fundamental 

en cuanto a la prevención y coordinación en la ejecución de 

auditorías por parte de la Auditoría Superior del Estado, y, por lo tanto, 

son los encargados de establecer mecanismos y medidas internas 

para que los servidores públicos ejerzan buenas prácticas en el 

funcionamiento de los sujetos de fiscalización. Además, juegan un 

papel indispensable en los procedimientos de auditorías coordinadas, 

las cuales se sujetan a los convenios y acuerdos que se suscriban con 

la Auditoría Superior.  

Un ejemplo de ellos es el convenio de colaboración institucional 

que se firmó entre la ASEG y el Tribunal de Justicia Administrativa en el 

año 2019, con el objetivo de fortalecer los instrumentos de control. De 

igual forma, la revisión entre pares fortalecería dichas colaboraciones 

tanto a nivel nacional como internacional, y la innovación de los 

órganos de control, además de reducir las observaciones y 

recomendaciones potenciales a través de la asesoría continua y 

permanente. En suma, la justicia administrativa constituye una materia 

que tiene incidencia en la mejor actuación de la administración 

pública, y, el Tribunal colabora en la capacitación permanente de los 

servidores públicos. 

La INTOSAI cuenta con guías referentes al establecimiento de 

directrices para revisiones entre pares como parte del Marco INTOSAI 

de Pronunciamientos Profesionales. En la GUID 1900, se señala que el 

término ‘’revisión entre pares’’ se refiere a una revisión externa e 

independiente de uno o más elementos de la organización y/o el 

funcionamiento de una Entidad Fiscalizadora Superior por un equipo 

de profesionales homólogos de una o más EFS, y la decisión de 

participar en dicha revisión es siempre voluntaria. Sin embargo, la EFS 

que considere someterse a una revisión entre pares, debe de llevar a 

cabo primeramente una evaluación preliminar del propósito, riesgos y 

beneficios que espera obtener de la iniciativa y definir el objetivo, 

alcance y enfoque de esta. Los aspectos que pueden utilizarse de una 

EFS para la revisión van desde comprobar en qué medida se aplican 

las normas internacionales y nacionales de auditoría, obtener 

opiniones informadas sobre el mejoramiento de la eficiencia y eficacia 



en distintas áreas, identificar formas de mejorar la productividad y la 

toma de decisiones informadas. 

En noviembre de 2008, en la Auditoría Superior de la Federación 

de México se llevó a cabo una revisión internacional entre pares, 

realizada por el gobierno de Estados Unidos de América, la contraloría 

de Puerto Rico y la Oficina Nacional de Auditoría de Reino Unido5. 

Entre las buenas prácticas, se resaltó la independencia, la planeación 

detallada, supervisión, seguimiento de calidad, normas y lineamientos 

de auditoría y capacitación del personal. En cuanto a las deficiencias, 

se mencionó la falta de documentación detallada en los expedientes 

de auditoría, al no reflejar evidencia suficiente, relevante y 

competente que apoyara los resultados específicos del informe, pues 

la documentación de las auditorías debe de ser lo suficientemente 

completa. Dicho lo anterior, se puede inferir que las revisiones entre 

pares son de gran utilidad para el reconocimiento de fortalezas y 

debilidades en las prácticas de fiscalización. 

Si bien, en diversos dispositivos ya se prevén las facultades de la 

Auditoría Superior del Estado, así como del Auditor Superior, de 

celebrar convenios de colaboración y coordinación con otras 

entidades fiscalizadoras, establecer la atribución específica para 

celebrar convenios sobre la evaluación entre pares se considera que 

abona al cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible o 

Agenda 2030, establecidos mediante el Plan Estratégico de la 

Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores. 

Vínculo con el Congreso del Estado. 

En relación con la adición del artículo 86 Bis, por medio del cual 

se impone la obligación al Auditor Superior de comparecer ante la 

Comisión de Hacienda y Fiscalización, en los casos en los que los 

informes de resultados requieran una explicación o aclaración; el 

artículo 112, en su fracción XII de la Ley Orgánica Del Poder Legislativo 

Del Estado De Guanajuato, ya establece la competencia de la 

 
5 INTOSAI, Guid 1900. Directrices para revisiones entre pares, 2010. https://www.issai.org/wp-
content/uploads/2019/08/GUID-1900-Directrices-para-revisiones-entre-pares.pdf  

https://www.issai.org/wp-content/uploads/2019/08/GUID-1900-Directrices-para-revisiones-entre-pares.pdf
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Comisión de Hacienda y Fiscalización para conocer y dictaminar los 

asuntos relativos a los informes de resultados que emita la Auditoría 

Superior del Estado, entre los que podrían incluirse el análisis de 

inconsistencias o aclaraciones del citado informe.  

La comparecencia del Auditor Superior, así como de los servidores 

públicos relacionados abona a la inmediatez de la información y a 

que la Comisión de Hacienda pueda verificar de primera mano la 

información rendida. No obstante, tampoco debería soslayarse la 

posibilidad de que, según lo disponga la Comisión o bien, atendiendo 

a las cargas de trabajo del Auditor Superior, esta información pueda 

ser rendida por escrito, o por los servidores públicos autorizados, en 

aras de que la comisión tenga los elementos necesarios para realizar 

un análisis a fondo de la información que requiera ser aclarada. 

lV. Consideraciones respecto del articulado:  

1. Por lo que respecta último párrafo del artículo 14, si bien se 

señala que la Auditoría Superior implementara mecanismos para 

garantizar que las personas comisionadas o habilitadas no se 

encuentren en un supuesto de conflicto de interés, tal como la 

declaratoria de integridad, no obstante el sujeto de fiscalización aún 

puede considerar que este conflicto aún existe, por lo que se 

considera que este párrafo podría hacer al siguiente artículo 

propuesto. 

2. En el artículo 14 Bis, establece la posibilidad de que los sujetos 

de fiscalización a través de la figura de la recusación rechacen la 

designación del personal comisionado o habilitado para la ejecución 

del acto de fiscalización, así como el plazo para presentarla, sin 

embargo, no establece la secuencia restante del procedimiento.  

3. En el artículo 15 bis, se considera que no debe suprimirse el 

tercer párrafo, que dispone expresamente la obligación de la 

Auditoría Superior de facilitar, a los sujetos de fiscalización o 

particulares, el acceso a los medios electrónicos, lo cual también se 

relaciona con el propuesto artículo 15 Ter. 



4. En el artículo 37, fracción III:  

a. Al enlistar los requisitos mínimos que deberá contener el informe 

de resultados se utilizan números romanos, cuando estos ya están 

siendo utilizados en las fracciones de este artículo, además de que 

rompe con el uso de incisos identificados con letras minúsculas que 

utiliza en la fracción I de este artículo.  

b. En el numeral X, dispone: Mecanismos de participación 

ciudadana, de ser el supuesto.  

En este artículo se describe un supuesto normativo y utiliza el 

termino supuesto para describirlo. Se considera adecuado cambiar 

este término por la expresión en su caso, para quedar de la siguiente 

manera:  

X. Mecanismos de participación ciudadana, en su caso.  

5. Como ya se mencionó anteriormente, si bien la figura de la 

confronta se integra al artículo 37 Ter; de la reforma al artículo 37, sobre 

el proceso de revisión de cuenta pública y auditorías, no queda claro 

en qué momento procesal se llevará a cabo. 

6. En el artículo 37 Quinquies, existe un error de dedo en la 

expresión: …Para ello los sujetos de fiscalización otorgaran…, pues se 

omite el acento ortográfico en la conjugación del verbo otorgar, es 

decir, se anota el pretérito en lugar de la conjugación en futuro. Se 

sugiere solventar la omisión y anotar: …Para ello los sujetos de 

fiscalización otorgarán….  

7. En cuanto a la reforma del artículo 39, si bien se pretende que 

las denuncias sean presentadas no solamente en casos 

excepcionales, sino siempre que se puedan presumir hechos 

irregulares relacionados con el ejercicio de recursos públicos, la 

anterior redacción se considera más clara para los posibles 

denunciantes. Por lo anterior se pone a consideración conservar los 

supuestos previstos en las fracciones de la actual redacción, haciendo 

la aclaración que son enunciativos y no limitativos. 



8. El artículo 43 Bis., establece que el plazo para informar al 

Congreso del Estado de la resolución que recaiga a la denuncia es a 

más tardar dentro de los cinco días hábiles posteriores a la notificación 

de la resolución.  

Se considera que no se expresa de manera clara el inicio del 

plazo, ya que no dispone a quien se notificará previamente la 

resolución, por lo que no queda claro el momento que marca el inicio 

del plazo en comento.  

Se sugiere expresar si la notificación de la resolución se hará al 

denunciante o a quien, de manera previa a informar de la misma al 

Congreso del Estado.  

9. En el artículo 71, de manera específica en el último párrafo 

establece:  

El incumplimiento a lo previsto en el párrafo que antecede será 

objeto de la imposición de una medida de apremio.  

Se considera confuso esta disposición, pues el párrafo que le 

antecede se refiere a un mandato para la Auditoria Superior, al 

establecer: La Auditoría Superior solicitará a los Órganos Internos de 

Control información…, por lo que se entiende que el incumplimiento 

de la Auditoría Superior al omitir la solicitud de información a los 

Órganos Interno de Control le acarrearía como sujeto pasivo, la 

imposición de una medida de apremio, cuando quizás lo correcto sea 

que si los Órganos de Control Interno no remiten la información 

solicitada por la Auditoria Superior en cumplimiento a este artículo, 

serán aquellos y no esta quienes se harán acreedores de la medida 

de apremio.  

Se sugiere modificar este párrafo para quedar de la siguiente 

manera:  

Serán objeto de la de la imposición de una medida de apremio 

los Órganos Internos de Control que incumplan con la entrega de la 



información solicitada de conformidad a lo previsto en el párrafo que 

antecede. 

10. Finalmente, en cuanto a los artículos transitorios, se considera 

necesario que en estos se señale lo relacionado a la publicación de 

las disposiciones administrativas o reglamentos necesarios para 

implementar os medios electrónicos señalados en la presente 

propuesta.  

Consideraciones finales. 

En conclusión, es de suma importancia que los gobiernos cuenten 

con instrumentos de planificación estratégica compatible con la 

Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, a través de la 

colaboración internacional, federal y local para el mejoramiento de 

los procesos de las Entidades de Fiscalización Superior. Es necesario y 

pertinente continuar con un enfoque preventivo y mecanismos de 

gestión de riesgos que abarquen a distintas instituciones o 

dependencias en los programas gubernamentales. 

Por consiguiente, es necesaria la capacitación continua y 

atender a las debilidades en los procesos establecidos y otorgarle la 

debida importancia a la participación ciudadana y el acceso a la 

información pública, ya que serán los instrumentos encargados de dar 

a conocer a la población los planes y resultados de la administración 

pública. 

Finalmente, las Entidades de Fiscalización Superior y los órganos 

de control, tienen como objeto central la observancia del buen 

funcionamiento y manejo de recursos públicos que deben de 

destinarse a la atención ciudadana. Por lo tanto, es un trabajo 

coordinado que debe de ser progresivo y en constante 

fortalecimiento. 


